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Introducción 
El conjunto de valores de lo que el imaginario social considera 
moral o inmoral está basado en las sociedades tradicionales, las más 
de las veces, en el contenido de las creencias religiosas de una deter-
minada comunidad, la cual se define, entre otras cosas, por la repre-
sentación simbólica de lo que se considera constituye la nación. Este 
conjunto de valores nacionales determina pues lo que resulta moral o 
inmoral, lo que es correcto o no de acuerdo a las normas aceptadas 
como legales, como adecuadas, por la comunidad misma. Ahora bien, 
si la moralidad es un valor, adquiere este carácter sólo en virtud de 
dos condiciones: por una parte, el consenso social con que las normas 
morales son aceptadas e implementadas en la sociedad nacional, y por 
otra parte, la capacidad real de esa sociedad o de su gobierno para im-
plementar estas normas de conducta. Para hacer efectivo el cumpli-
miento de las normas de conducta, de la "moral social" de una comu-
nidad, el instrumento usado es la legislación. La ley se vuelve enton-
ces el vehículo a través del cual, se refuerza, en última instancia, la 
moral social que expresa los valores nacionales. 
Eric Hobsbawn analiza en Nations and Nationalism since 1780 
cómo los intentos para establecer un criterio objetivo que determine la 
nacionalidad, y explique por qué ciertos grupos se han convertido en 
naciones, en tanto que otros no, se han llevado a cabo basados en un 
solo criterio, como por ejemplo la lengua, el territorio común, la his-
toria común u otra cosa. 1 En este sentido yo propongo que la ley es 
Hobsbawn, Eric, Nations and Nationalism since 1780, Nueva York: 
Cambridge University Press, 1991 , pág. 5. 
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uno de los instrumentos a través de los cuales se construye y se conso-
lida el proyecto del estado nación. 
Es decir que la legislación es un instrumento central en el proceso 
de conformación del estado nacional. A mi manera de ver, es en la 
capacidad de imponer la ley en lo que se basa, entre otras cosas, la 
construcción del estado nación. En la medida en que la ley es obliga-
toria para todos los individuos que forman una comunidad nacional , 
independientemente de que éstos la conozcan o no, la ley se convierte 
en un instrumento de homogeneización e igualación, y la obligatorie-
dad de su cumplimiento fortalece al estado que la promulga. Este ca-
rácter coercitivo de la legislación cobra características especiales y 
una mayor fuerza en aquellas sociedades en las que la fuerza agluti-
nante de la religión se ve debilitada o ha sido puesta en duda. Tal es el 
caso de la sociedad mexicana de fines del siglo pasado. Por ello, la 
segunda mitad del siglo pasado resulta un período especialmente inte-
resante para analizar la relación entre la construcción del estado na-
cional y las relaciones de género, puesto que el proyecto de nación 
conlleva el de familia como unidad básica de aquélla, reglamentada 
también por la legislación. 
Así, es necesario señalar que la legislación, al determinar los dere-
chos y responsabilidades de cada individuo, de hecho otorga y a la 
vez limita, los espacios de poder de cada cual. En esta perspectiva, el 
derecho familiar resulta particularmente importante puesto que, al 
adscribir derechos y obligaciones a los diferentes miembros de la co-
munidad familiar, de hecho jerarquiza a esos miembros y les adjudica 
espacios de poder a cada uno de ellos. Esta jerarquización familiar se 
acentuó en México en la legislación civil de fin siglo, estableciendo 
un ordenamiento genérico más rígido, más patriarcal, que redujo los 
derechos de la mujer. 
Este trabajo se aboca al análisis de los Códigos Civiles de 1870 y 
1884 y a los cambios que éstos introdujeron en lo que se refiere al de-
recho de familia, en particular a la representación de la mujer como 
objeto de derecho. Me interesa sobre todo, desentrañar los supuestos 
teóricos implícitos en la representación de la mujer en tanto esposa y 
madre, para tratar de relacionar estas formas de representación de lo 
femenino y de la mujer en la legislación con el proceso más amplio, 
de larga duración, de la construcción del estado nacional en México 
en el fin del siglo pasado. 
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l. La ley como instrumento del patriarcado 
Como ~s bien sabido, la moderna teoría feminista ha llevado a ca-
bo una revisión profunda de los conceptos fundamentales de análisis, 
así como una crítica de lo que significa el aparato legislativo como un 
posible instrumento revelador del proceso de reproducción social de 
las diferencias entre los géneros. A este respecto, Catherine MacKin-
non en su libro Hacia una teoría f eminista del estado afirma que el 
feminismo no ha "revisado la relación entre el Estado y la sociedad 
dentro de una teoría de la determinación social específica del sexo", y 
plantea la necesidad de contar con una jurisprudencia feminista, es 
decir con una teoría de la sustancia de la ley, de su relación con la so-
ciedad y de su relación entre ambas.2 
En base a esta idea general y a la necesidad de aplicarla al caso 
mexicano, yo quiero plantear un enfoque inicial sobre lo que significó 
la ley para las mujeres del México de fin del siglo pasado, en especial 
las leyes familiares contenidas en los Códigos Civiles de 1870 y 1884. 
A través de ese análisis es posible explorar la pregunta básica sobre 
cómo funciona la ley para legitimar el Estado y para construir la na-
ción, la cual se identifica con el poder masculino. En esta identifica-
ción de la nación con la masculinidad encuentro una etapa crucial del 
proceso de construcción de la diferencia genérica. Mi interés es anali-
zar cómo se representan las cuotas de poder adscritas a hombres y 
mujeres en el ordenamiento legal que regula las relaciones de familia 
en el México Porfiriano y cómo la familia patriarcal se vuelve un 
símbolo de la nación. 
El período y el aspecto escogido tienen, además, una relevancia 
específica, precisamente porque aunque es sabido que el proceso de 
construcción del estado nacional es central en la historia mexicana del 
siglo XIX, la importancia del papel del Estado en la construcción de 
las relaciones de género, es un tema hasta ahora no explorado en 
México. 
En efecto, el estudio de las relaciones y la cultura de género es aún 
incipiente. En cambio es mucho más abundante el estudio de la con-
formación del estado nacional desde el punto de vista político, sobre 
todo con énfasis en las rivalidades regionales y la consolidación de las 
oligarquías locales. 
2 MacKinnon, Catherine, Hacia una teoría feminista del Estado, Madrid: 
Ediciones Cátedra, 1995, pág. 283. 
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Durante el último tercio del siglo XIX se produjo en México la 
consolidación de una nueva clase social que se estrenó entonces en el 
uso y aun abuso del poder, y que proyectó como modelo familiar el de 
la familia nuclear con una sola línea de herencia. La implementación 
completa de este modelo familiar hizo necesaria una reestructuración 
del aparato legal. 
Más aún, ese nuevo aparato legal respondió, a mi manera de ver, a 
la necesidad de consolidar un orden político de corte liberal que regu-
lase las relaciones entre los grupos sociales. A este modelo de estado 
liberal le corresponden un orden o una cultura de género específica. 
Así, la consolidación del Estado es un proceso paralelo al de la im-
plementación de un esquema de relaciones de género. En este proceso 
de consolidación estatal y reordenamiento legal, el liderazgo social.y 
político queda en manos de la clase burguesa, de igual modo que el li-
derazgo familiar queda en manos del padre.3 Paralelamente, la elite 
burguesa actúa al mismo tiempo como grupo social dominante y como 
constructora del Estado. 
Si esto es así, sería necesario entonces preguntarse en qué medida 
se modifican las relaciones de poder al interior de la familia y qué 
efectos tienen esas modificaciones para las mujeres y para la cons-
trucción de las relaciones sociales entre los géneros. La pregunta es 
pues, cómo se construye la diferencia genérica a través de la legisla-
ción familiar en el fin de siglo mexicano. 
Como ha demostrado Charles Hale, las relaciones entre liberalismo 
y positivismo en el México del último siglo XIX son verdaderamente 
dificiles de desentrañar, tanto con respecto a la ideología personal de 
los corifeos liberal-positivistas como a la influencia del aparato doc-
trinario de ambas ideologías en la estructuración de las políticas gu-
bernamentales. Si bien es cierto que el liberalismo ha sido interpreta-
do como la influencia ideológica más importante del siglo XIX en 
México, y sus efectos políticos en el proceso de construcción del Es-
tado han sido estudiados con detalle, aún no se ha analizado el pro-
yecto ideológico del liberalismo en lo que se refiere a la construcción 
de las diferencias de género. 4 
3 
4 
Perrot, Michelle, "Figuras y funciones", en: Aries, Phillipe/Duby, Georges 
( eds.), Historia de la vida privada, vol. 7, Madrid: Taurus Alfaguara, 
1990, pág. 127. 
Hale, Charles A., La transformación de/liberalismo en México a fines del 
siglo XIX, México: Vuelta, 1991. Los textos más conocidos sobre el libe-
ralismo en la primera mitad del siglo XIX son el libro de Reyes Heroles, 
Jesus, El liberalismo en México, México, 1956 y el estudio de Hale, Char-
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2. El esfuerzo liberal por re-pensar a la mujer en el México deci-
monónico 
El afán liberal por modificar la mentalidad colonial, incluyó en al-
gunos de sus representantes tempranos, como Joaquín F emández de 
Lizardi, una preocupación por la situación femenina, y por la modifi-
cación de las relaciones entre los sexos a partir de la independencia. 
Ya en 1818, el pensador mexicano publicó La Quijotita y su prima, 
novela didáctica de costumbres en donde aparece una propuesta ex-
plícita para el mejoramiento de la condición femenina. Lizardi consi-
deraba que "el mejoramiento del bello sexo era el resorte más enérgi-
co para el mejoramiento de las costumbres."5 
Esta preocupación sobre la situación de la mujer apareció en 
México durante los años postindependientes cuando algunos reforma-
dores republicanos defendieron la idea de que las mujeres debían edu-
carse porque tenían una contribución valiosa que ofrecer a la socie-
dad. Su papel consistía en ser madres educadas y consumidoras fruga-
les, aunque también podían participar socialmente como artesanas 
productivas, o bien, si su clase se lo permitía, como supervisoras de 
instituciones de beneficencia. Los educadores de la época señalaban 
que las mujeres tenían iguales capacidades intelectuales que los hom-
bres, y atribuían las deficiencias de la situación femenina únicamente 
a la falta de instrucción. 
En el campo del derecho, algunas veces los comentaristas locales 
pusieron en duda la superioridad masculina y reconocieron la capaci-
dad de las mujeres para gobernarse a sí mismas. Se empezó a hablar 
con más frecuencia de la igualdad entre los sexos y se hacía hincapié 
en la necesidad de un tipo de matrimonio en donde existiese un mayor 
compañerismo entre las esposas y los maridos. 6 Sin embargo, estas 
les, El liberalismo en la época de Mora, México: Siglo XXI, 1978. De 
particular importancia es también Medina, Hilario, El liberalismo y la re-
f orma en México, México: UNAM, 1957. Para aspectos más enfocados a 
la historia de las ideas véase: López Cámara, Francisco, La génesis de la 
conciencia liberal en México, México, 1968, y Villegas, Abelardo, Méxi-
co en el horizonte liberal, México: UNAM, 1980. 
5 Ruiz Castañeda, Carmen, Introducción a la Quijotita y su prima, México: 
Pomía, 1967, pág. XV. Femández de Lizardi, Joaquín, Cincuenta res-
puestas de una mujer ignorante a otras tantas preguntas del p ensador 
mexicano, México: Imprenta de Mariano Ontiveros, 1821. 
6 Arrom, Silvia, Las mujeres en la ciudad de México, 1790-1857, México: 
Siglo XXI, 1988, pág. 318. 
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ideas no se implementaron en la legislación, en buena medida, por la 
falta de capacidad del Estado de implementar la ley. 
Por otra parte, en cuanto a las atribuciones de cada uno de los 
sexos en el gobierno de la casa y a la separación entre las esferas pú-
blica y privada, Silvia Arrom señala que, después de mediados de si-
glo, tendía a exaltarse cada vez más el papel de la mujer al interior de 
la familia, haciéndose gran hincapié en el mérito de la maternidad. Es-
te énfasis en la maternidad y la creciente importancia de la mujer al 
interior de la familia trajo como consecuencia una reducción de la 
participación femenina en actividades públicas y agudizó las contra-
dicciones entre lo que se suponía era propio de la competencia feme-
nina y su situación de sometimiento. Así, mientras por una parte se 
hablaba de la necesidad de exaltar la dignidad de la mujer en base a su 
papel reproductor, al mismo tiempo se conservaron y aun acentuaron 
las restricciones a la vida pública femenina. 7 
Este doble discurso sobre el papel de la mujer se resolvió sobre to-
do en base a una separación entre las esferas masculina y femenina, y 
se identificó la vida pública con masculinidad y la doméstica con fe-
mineidad. Si bien esta separación era mucho más una idealización 
discursiva que una práctica cotidiana, la dicotomía de los sexos en es-
pacios diversos tuvo una clara función política: la de evitar otorgar a 
las mujeres los mismos derechos ciudadanos que a los hombres. La 
separación masculino-femenino como opuestos irreductibles, asignó 
el espacio doméstico a la mujer y el de la vida publica al varón como 
únicas alternativas de actividad, determinadas de una manera natural 
por el sexo. 
Se subrayó sobre todo la domesticidad de las mujeres oponiéndola 
a la vida pública, y en la medida en que la domesticidad fue concep-
tuada como la antítesis de la vida pública, hubo un recrudecimiento de 
la oposición a la participación femenina. La idea de una mujer activa 
en asuntos públicos con pleno goce de los derechos ciudadanos resul-
taba impensable para una clase dirigente en formación o recién estre-
nada en el poder, demasiado temerosa de perder sus recién ganados 
espacios de autoafirmación y con una clara preocupación por delimi-
tar sus derechos y prerrogativas frente a una clase hacendada de corte 
más tradicional. 
7 Véase Ramos Escandón, Carmen, "The Social Construction of Wife and 
Mother: Women in Porfrrian Mexico: 1880-1917", en: Maynes, Mary Jo/ 
Walter, Ann/Soland, Brigitte/Strasser, Ulrique ( eds. ), Kinship, Gender 
and Power: a comparative interdisciplinary history, Londres y Nueva 
York: Routledge, 1996, págs. 275-286. 
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Este proyecto político de la burguesía local no necesariamente re-
sultaba innovador en el ámbito político o económico por lo que se re-
fiere a la mujer, y por otra parte, distaba de ser hegemónico, puesto 
que como bien sabemos, el esfuerzo de prevalecer sobre sus oposito-
res dividió a las clases dirigentes del siglo XIX mexicano durante va-
rias décadas. 8 
Por lo que se refiere a sus posiciones sobre las mujeres, ni los libe-
rales ni los conservadores, ni los positivistas más tarde, aceptan una 
situación igualitaria para ellas. Por el contrario, aunque difieran en 
otros aspectos de sus posiciones políticas, todos están de acuerdo en 
la necesidad de su sumisión. Así, el ideal de una mujer entregada a la 
domesticidad encontraba particular eco en la prensa porfiriana, a pe-
sar de que había algunas voces disidentes. 
Ahora bien, si la separación entre los espacios femenino y mascu-
lino que se identifican con lo doméstico y lo público tiene una función 
en la sociedad porfiriana, lo que habría que preguntarse es cómo se 
legitima y se reproduce esa separación.9 A mi manera de ver, uno de 
los espacios en los que esta separación se estructura y se reproduce 
ideológicamente es el del ámbito legal. 
Es en este sentido que me parece importante el análisis de la legis-
lación sobre las relaciones familiares en el contexto de la creciente 
separación entre vida pública y vida privada como parámetro ideoló-
gico que norme la vida de los individuos de ambos sexos. Al concep-
tualizar a la mujer al interior de la familia como animal doméstico, se 
supone, al mismo tiempo la asignación del espacio público al varón. 
Concebir así los espacios de ambos sexos como opuestos y excluyen-
tes implica un concepto de individuo de características y atribuciones 
diversas. Esta dicotomía se refleja a la vez que se reproduce en los or-
denamientos legales de la unidad social básica, la familia. Hombres y 
mujeres, hembras y varones estructuran sus relaciones entre sí, en el 
8 
9 
Véase Stevens, Donald, Origins of instability in Early Republican Mex-
ico, Duke University Press, 1991. 
En su libro Las mujeres de la ciudad de México .. . , Silvia Arrom parte de 
la idea de que había una separación creciente de esferas entre lo femenino 
y lo masculino. Sin embargo, esta tesis, muy en boga en el feminismo nor-
teamericano de los años setenta, está hoy sumamente destronada, en parti-
cular para el caso latinoamericano, puesto que en la Latinoamérica del si-
glo XIX no existe un proceso de industrialización de la extensión del in-
glés o norteamericano, ni una actividad política de partidos que sostenga y 
separe efectivamente las actividades masculinas y femeninas. Para una cri-
tica de la idea de separación véase: Rosenberg, Rosalind, Beyond Separa-
te Spfzeres, New Haven: Y ale University Press, 1982. 
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ordenamiento legal que rige y gobierna no sólo la relación interfami-
liar, sino también el espacio doméstico, pero más importante aún, el 
espacio social queda así delimitado y jerarquizado de acuerdo a un 
ordenamiento genérico. 
Es en esta construcción de la diferencia genérica donde el Estado 
tiene un papel central como promotor, y sobre todo como implemen-
tador de la separación de los roles a partir de un ordenamiento jurídi-
co que reglamenta esas relaciones. 
En el caso de fines del siglo XIX mexicano, el control del aparato 
estatal y los mecanismos de gobierno incluyen un renglón específico 
que se refiere a la regulación de los derechos del individuo en cuanto 
miembro de un núcleo social fundamental: la familia. En efecto, la 
posición del Estado respecto de las relaciones familiares se orientó 
sobre todo a acentuar la subordinación de la mujer en la familia, y 
dentro de la familia, la subordinación de la mujer al varón, subordina-
ción que sobrepasa la jerarquía generacional. El varón es considerado 
el jefe "natural" de la unidad familiar. Por ello, la legislación que re-
glamentaba las relaciones familiares fue cada vez más asfixiante para 
la mujer. 
Esta nueva tendencia parecería ser concomitante con el esquema 
prevaleciente de familia: nuclear, monogámica, con una sola línea 
hereditaria, es decir, con la posibilidad de herencia sólo para los hijos 
legítimos del matrimonio constituido legalmente, independientemente 
de que éstos -los hijos- pudieran heredar tanto del padre como de 
la madre en el caso de que el matrimonio estuviese constituido sobre 
la base de separación de bienes. 
La separación de los roles femenino y masculino en dos esferas 
claramente delimitadas se refiere sobre todo a los grupos de elite, en 
donde el mantenimiento de un espacio doméstico como exclusivamen-
te femenino tiene también un contenido de afirmación social, pues la 
mujer burguesa ociosa es un elemento más que certifica el status del 
marido, de la familia, y también el éxito social de su clase. Hay pues 
una coincidencia entre este ideal de conducta femenina y la necesidad 
de asentamiento y afirmación social de los grupos emergentes. Parale-
lamente, es justamente esta clase burguesa y son estos grupos elitistas, 
quienes se adueñan del discurso sobre lo que es y debe ser la nación, 
quienes expresan esa identidad, esa coincidencia entre los intereses de 
la nación y los suyos propios. 
En este sentido las Exposiciones de Motivos de los Códigos Civiles 
son sumamente esclarecedoras en cuanto a la significación simbólica 
que se le adscribe a la ley como instrumento de consolidación de la 
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nación, aunque ella sea presentada justamente como si estuviese por 
encima de los intereses nacionales y fuese anterior a su establecimien-
to. Así por ejemplo, el proyecto para un Código Civil elaborado en 
Guadalajara, Jalisco, en el México occidental en 1833, plantea que los 
principios del mismo obedecen plenamente a la razón y que están por 
encima de cualquier interés nacional. Es decir: se presenta a la razón 
como el elemento fundador de la nación. 
Por otra parte, respondiendo a un regionalismo acendrado en la re-
gión de Jalisco ya desde el siglo XVIII, la comisión que proyectó el 
Código estableció que era necesario tomar en cuenta las característi-
cas específicas e individuales de cada región para implementar la le-
gislación que mejor le correspondiese. 10 Así, en la introducción de 
motivos, la comisión redactora del Proyecto de Código especificaba: 
"Los principios generales del Código Civil son, es muy cierto, inde-
pendientes de todas circunstancias, ellos no pertenecen exclusivamente 
a ninguna Nación, ningún tiempo, dictados por la razón y la equidad, 
forman un cuerpo de doctrina fundamentalmente aplicable a la Legis-
lación de todos los Pueblos civilizados. Principios fijos, siempre cier-
tos; principios que son origen y fuente de innumerables consecuencias: 
pero en cuya deducción se ha errado mucho y en cuya aplicación han 
obrado todos los elementos heterogéneos de los cuerpos políticos y de 
sus respectivos tiempos. Las nuevas repúblicas de América, con una 
emulación laudable, han adelantado sus trabajos en la reforma de sus 
Códigos y Jalisco, que a nadie cede en zelo por la felicidad común, 
tampoco quiere ser el último en la reunión de las Mejores Leyes para 
su gobierno y dirección." 11 
Independientemente de la retórica de la cita, lo que me interesa 
destacar aquí son las ideas centrales que maneja la comisión que pre-
sentó el proyecto. En primer lugar, es necesario destacar que el Códi-
go se expide en base a la justificación de que es la particularidad del 
país, lo específico de su geografia, lo que hace necesario la expedi-
ción del Código mismo, es decir que la reglamentación de la familia a 
10 Gálvez Ruiz, María de los Angeles, La conciencia regional en Guadala-
jara y el gobierno de los intendentes 1786 - 1800, Guadalajara: Gobierno 
del Estado de Jalisco, 1996. 
11 Proyecto de la primera parte del Código Civil del Estado Libre de Jalisco 
o sea trabajos en que se ha ocupado la comisión redactora desde su 
nombramiento y que presenta al honorable congreso en cumplimiento del 
acuerdo de 5 de marzo de 1832, Guadalajara: Imprenta del Supremo Go-
bierno, 1833, prólogo, sin paginación. La comisión redactora de este pro-
yecto estuvo formada por José Domingo Sánchez, Jesús Carnarrena, José 
Luis Verdia, José Antonio Romero y Cipriano del Castillo. 
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partir de un aparato legislativo específico se convierte en un instru-
mento más de la formación de la nación. 
Así, en este proyecto, la justificación misma de la legitimidad de la 
ley se ubica, por un lado, por encima de la nación y se le atribuye ca-
rácter universal al ordenamiento de la unidad familiar, pero al mismo 
tiempo es en nombre de esa nación en que se finca la capacidad de le-
gislar. 
En el caso específico de Jalisco es interesante notar que se trata de 
un intento de legislación y de organización del entorno nacional desde 
la especificidad regionalista, de un estado que desde el siglo XVIII 
había venido subrayando su especificidad regional como una forma de 
competir por el liderazgo nacional. 12 
3. El Estado avanza, la Iglesia retrocede 
En el proceso de consolidación de nuevos grupos sociales y de la 
lucha entre la Iglesia y el Estado por el control ideológico y adminis-
trativo de la sociedad, la Ley Juárez de 1856 marca un hito importante 
en la medida en que se trata del primer intento articulado por parte del 
Estado por arrebatar a la Iglesia el control sobre la sociedad civil. A 
partir de ese momento, el Estado, en cuanto garante de los derechos 
ciudadanos se constituye en el elemento de control que legitima al in-
dividuo. Es decir que ya no es a partir de la pertenencia religiosa ba-
sada en las creencias que el individuo se incorpora al cuerpo social, 
sino que lo hará a partir de la pertenencia a la ciudadanía, que si bien 
es limitada y sexuada, puesto que sólo se concede a los propietarios 
varones, viene dada por el Estado y constituye el elemento clave de la 
legitimación del individuo frente al aparato estatal. 
Así, al establecer en primer lugar el control del individuo, el regis-
tro civil aspira a tener el control sobre la integración del individuo al 
cuerpo social, en el momento mismo de su aparición en la sociedad. 
Sin una legitimación certificada por el Estado -el acta de nacimien-
to-- el individuo no existe de derecho, no tiene un espacio en el cuer-
po social. 
Privada del aspecto religioso, la incorporación del individuo a la 
sociedad cobra un carácter administrativo. Con el registro civil, el in-
12 El tema de la formación y la conciencia regional en el estado de Jalisco 
rebasa el asunto de este trabajo, aunque ha sido objeto de estudios especí-
ficos. Véase por ejemplo: Gálvez Ruiz, La conciencia regional en Guada-
lajara .. .. 
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dividuo adquiere su carta de ciudadanía en cuanto miembro de la so-
ciedad civil, y adquiere su identidad en cuanto tal y no ya como 
miembro de la comunidad religiosa, como en el caso del bautismo. En 
la idea misma del ciudadano hay una concepción diferente que le resta 
poder a la Iglesia. 13 
A este propósito específico de control, de incorporación y de re-
glamentación del individuo en cuanto miembro de la sociedad, obede-
ce el establecimiento del Registro Civil. De acuerdo a la exposición 
de motivos de la ley para su establecimiento, la creación del Registro 
Civil se justifica en base a la preservación de la sociedad, a la necesi-
dad de ésta de reproducirse. Así, en la circular con la que remite la ley 
del Matrimonio Civil al Congreso Federal, Manuel Ruíz establece: 
"Es obligación y muy sagrada, de la sociedad, que para todo debe bas-
tarse a sí misma, determinar la solenmidad y condición con la que 
aquel contrato tan importante y trascendental haya de celebrarse y 
hacerse constatar en lo sucesivo para que reproduzca los mismos efec-
tos civiles."14 
Mediante esta ley se establecieron los jueces del estado civil, a 
quienes se les encargó llevar una bitácora, en libros especiales, de los 
casos registrados. 
La Ley del Matrimonio Civil, parte central de las Leyes de Refor-
ma, fue expedida el 23 de julio de 1856 y se basó en el artículo terce-
ro de la ley de nacionalización del 21 de julio del mismo año, en el 
que se estableció la independencia del Estado con respecto a la Igle-
sla. 
En esta ley, el Estado reivindicó para sí la legitimación del matri-
monio, que a partir de entonces adquiere el carácter de contrato civil y 
pierde, a los ojos del Estado, su carácter sacramental. El contrato ma-
trimonial debía ser sancionado ante la autoridad pública para que tu-
viese validez y surtiera los efectos legales correspondientes. 15 Es decir 
que el estado nacional es el instrumento para la legitimación de los 
13 Vale aclarar que el concepto de ciudadano está usado aquí en un sentido 
amplio, como individuo que forma parte de la polis, no como individuo 
que ejerce derechos ciudadanos. 
14 Dublan, Manuel/Lozano, José Maria, Legislación Mexicana, vol. VIII, 
pág. 690. 
15 Sánchez Medal, Ramón, Los grandes cambios del derecho de familia en 
México, México: Editorial Porrúa, 1979, pág. 11; Cue Cánovas, Agustín, 
La reforma liberal en México, México: Ediciones Cultura, 1960, pág. 
121. 
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derechos de los ciudadanos, y el contrato matrimonial celebrado entre 
los cónyuges sólo es válido si es el propio Estado quien lo reconoce. 
Para legitimar las pretensiones gubernamentales de que el Estado, 
y no la Iglesia, era el instrumento garante de los derechos civiles, la 
exposición de motivos de la ley establece que se trata de un derecho 
dado por la corona española a la Iglesia y del cual ésta ha hecho un 
mal uso, ocasionando que "hasta los más creyentes han llegado a vaci-
lar, a desconfiar de su doctrina en este punto." 16 El estado nacional le-
gitima así su derecho a heredar las atribuciones del estado español, si-
tuación que no deja de tener cierta ironía, dado que es el rompimiento 
con ese estado español lo que hace posible el surgimiento del estado 
nacional. El nuevo pacto social del estado nacional, para el caso de las 
relaciones matrimoniales, se justifica en el estado español. 
En ese mismo sentido, en la exposición de Motivos de la Ley de 
Matrimonio Civil se establece que la concesión otorgada por la corona 
española a la Iglesia para reglamentar los matrimonios puede ser re-
cuperada por la autoridad civil en cualquier momento, en especial 
cuando la Iglesia ha hecho mal uso de ella. Este es el segundo argu-
mento expresado en la exposición de motivos: el mal uso que la Igle-
sia ha hecho de sus facultades, lo cual legitima la pretensión del esta-
do nacional para adscribirse ese privilegio. Mas aún, la justificación 
de esta intervención se basa en que este mal ejemplo ha originado va-
cilaciones en la fe. Al esgrimir la pérdida de la fe como justificación 
para su intervención, el Estado se convierte en el garante de la pureza 
doctrinaria. Una vez más, el Estado cae en contradicción, dado que es-
te estado nacional, laico y liberal, se constituye así en defensor de la 
fe religiosa. 
Este derecho estatal para regular y reglamentar los matrimonios no 
fue aceptado fácilmente por la Iglesia, y en muchas ocasiones los pá-
rrocos declararon nulos los matrimonios civiles cuando los contrayen-
tes se presentaban a contraer matrimonio religioso; es decir que se ne-
gaban a reconocer al autoridad estatal para sancionar el contrato ma-
trimonial. 17 
Con la nueva legislación, el Estado buscaba que los contrayentes 
aceptaran en primer lugar la ley civil como el instrumento para la va-
lidez del matrimonio, y por ello la ley del registro civil obligaba a su 
obediencia. Sin embargo, dado que la pugna Iglesia-Estado estaba le-
16 Dublan/Lozano, Legislación Mexicana, vol. VIII, pág. 690. 
17 Dublan/Lozano, Legislación Mexicana, vol. VIII, pág. 690. 
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jos de resolverse, la ley civil estableció que se podía acudir a las pa-
rroquias para efectuar también un matrimonio religioso. 
La Iglesia perdía así el control absoluto sobre los feligreses, y re-
accionó en la defensa de sus derechos y ante lo que algunos de sus co-
rifeos consideraron un ataque a su autoridad. Particularmente en las 
zonas mestizas del país como Guadalajara, o tradicionalmente conser-
vadoras como Puebla o Querétaro, apareció una abundante serie de 
folletos escritos por clérigos o por civiles que coincidían sin embargo 
en la defensa del matrimonio como una institución exclusivamente re-
ligiosa y ponían en duda la legitimidad estatal para reglamentario. 18 
En este tipo de publicaciones, la Iglesia reivindicaba su derecho, -de 
larga duración- a la reglamentación no sólo de la institución matri-
monial, sino de la sexualidad misma. 19 
La reglamentación del contrato matrimonial especifica variantes 
fundamentales entre hombres y mujeres en los derechos matrimonia-
les. Esta diferenciación que Carole Pateman ha llamado "el contrato 
sexual", apunta hacia la importancia que la sociedad adscribe a las di-
ferencias entre los sexos, lo cual, como sabemos, afecta a su vez el 
aparato social. 20 
Si bien es cierto que la diferencia genérica, la separación entre de-
rechos femeninos y masculinos frente a la ley, se encuentra ya en la 
Ley del Registro Civil, los cambios más centrales en la legislación 
familiar se llevaron a cabo con la introducción en México del Código 
Civil de 1870, basado en el proyecto de Código Civil de Justo Sierra, 
de 1861.21 En el Código de 1870, Sierra estableció la importancia que 
en la redacción del Código Civil Mexicano tuvo el Código Civil Na-
poleónico, promulgado en 1804. Sierra reconoce que fueron este có-
digo y sus comentaristas los que le sirvieron de guía para la elabora-
ción del código mexicano.22 A pesar de los años transcurridos desde 
18 La recopilación más completa de la folletería o misceláneas sobre estos 
temas es: Dorantes, Alma!Muría, José María/Olveda, Jaime, Inventario e 
Jndice de las misceláneas de la Biblioteca Pública del Estado de Jalisco, 
3 vol., Guadalajara, Jalisco: INAH, Centro Regional de Occidente, 1978. 
19 Sobre el derecho eclesiástico y la reglamentación matrimonial véase el li-
bro clásico de Duby, George, El Caballero, la mujer y el cura, Madrid: 
Taums: 1999 (Original: Duby, George, Le chevalier, lafemme et le préte: 
Le marriage dans la France Feudale, París: Hachette, 1981). 
20 Pateman, Carole, El contrato sexual, Barcelona: Antropos, 1995. 
2 1 Sierra, Justo, Proyecto de un Código Civil Mexicano formado de orden 
del Supremo Gobierno por Don Justo Sierra, México: Imprenta de Vicen-
te G. Torres, 1861. 
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su implementación en Francia, la influencia del Código Napoleónico 
se hizo sentir, tanto a través del proyecto de Sierra como de la comi-
sión que lo redactó, en el Código Civil del Distrito y Territorio deBa-
ja California, promulgado en 1870, y luego modificado en 1884.23 
Comentando específicamente la naturaleza del contrato matrimo-
nial, Manuel Mateos Alarcón establecía que la ley regía la sociedad 
matrimonial, 
"solo a falta de convenio expreso entre el marido y la mujer, que tie-
nen la facultad para arreglar sus relaciones en cuanto a la administra-
ción de sus bienes, como les parezca, siempre que no ofendan a la mo-
ral y el orden público."24 
Si bien es cierto que en el Código de 1870 se conserva esa prerro-
gativa de los cónyuges, la defmición de la sociedad matrimonial apun-
ta en el sentido de que la mujer debe obtener protección del marido, 
dado que al adquirir el carácter de casada, la ley limita su capacidad 
de contratar. En opinión de Mateos Alarcón, el Código supone la ca-
pacidad de contratación, pero especifica concretamente en cuáles ca-
sos la mujer debe obtener autorización del marido. Al limitar los de-
rechos de contratación de la mujer, el Código modifica el espacio de 
poder adscrito a ésta en la relación matrimonial, y al hacerlo, constru-
ye una diferencia entre los individuos basada en su sexo, de modo que 
se construye una cultura genérica que apoya la desigualdad. 
Para el caso de la mujer, la incapacidad para contratar constituye 
una incapacidad especial, es decir que no se trata de una incapacidad 
definitiva sino simplemente de una prohibición que se funda 
"en el respeto debido a la potestad del marido, el deber de obediencia 
que ella tiene hacia éste y el interés del matrimonio, que exige que el 
marido, como jefe de familia, vele por el aumento y conservación de 
los bienes de ella. "25 
23 Notas al prólogo y estudio preliminar de El Código Civil Mexicano, con-
cordado y anotado por el Lic. Antonio A. de Medina y Ormaechea, 
miembro de la sociedad mexicana de legislación comparada y del 1 y N 
Colegio de abogados, México: Imprenta de Francisco R. Blanco y Comp., 
1876, págs. XXIII y XXIV. Para un estudio contemporáneo de la legisla-
ción mexicana del siglo XIX véase: González, María del Refugio, Estu-
dios sobre la historia del derecho civil en México durante el siglo XIX, 
México: UNAM, 1981, págs. 38-40. 
24 Mateos Alarcón, Manuel, Estudios sobre el Código Civil del Distrito Fe-
deral, tomo III: "Tratado de Obligaciones y Contratos", México: Impren-
ta, Litografia y Encuadernación de Ireneo Paz, 1892, pág. 20. 
25 Mateos Alarcón, Estudios sobre el Código Civil del Distrito Federal ... , 
pág. 24. Se conservó la ortografia original del siglo XIX. 
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Es decir que es precisamente a partir del hecho de que la mujer es-
tá casada que su capacidad para contratar resulta limitada, y esa limi-
tación obedece a que su obligación de obediencia marital está por en-
cima de su derecho personal para la contratación. Se da pues, el típico 
caso de que la mujer, al entrar en el contrato matrimonial, pierde sus 
derechos personales. Carole Pateman define esta diferencia entre los 
derechos personales de los hombres y los de las mujeres como una re-
lación que refleja el ordenamiento patriarcal de los contratos entre va-
rón y mujer, cuya naturaleza es muy diferente de la de los contratos 
entre hombres en la esfera pública.26 
El tono patriarcal de la legislación aparece en la forma en que se 
conceptúa el propósito de la sociedad conyugal, ya que ésta fue defi-
nida como una sociedad de ayuda mutua en la que el objetivo común 
era la preservación de la especie. Esta relación contractual debía re-
girse de acuerdo a las reglas de un contrato civil, en el cual cada uno 
de los contratantes podría "mantener sus derechos de propiedad de 
modo independiente". En la práctica esto significaba que los cónyu-
ges debían ponerse de acuerdo sobre el régimen de propiedad en el 
que basarían su matrimonio. Podían escoger entre la separación de 
bienes, que significaba que cada cónyuge conservaba derechos sobre 
sus propiedades, o bien podían escoger el régimen de propiedad co-
mún, lo que significaba un control conjunto sobre la propiedad del 
matrimonio. Sin embargo, a pesar de que se le reconocía a la mujer el 
derecho a elegir el régimen matrimonial que desease, sus derechos de 
propiedad se vieron disminuidos en este código, puesto que se le 
prohibía entrar en cualquier tipo de contratación legal o participar en 
contratos legales, y tampoco podía comprar o vender propiedad sin la 
aprobación, por escrito, de su marido.27 
Si se comparan estas especificaciones de la legislación liberal con 
las de la legislación colonial, resulta evidente que, en lo que se refiere 
a la propiedad, el poder de los maridos se incrementó a costa del de 
las esposas. El derecho de la mujer a administrar su propiedad dentro 
del matrimonio disminuyó notablemente, dado que a ojos de la ley, 
las mujeres eran consideradas como menores de edad, pues necesita-
ban el permiso del marido para poder firmar cualquier tipo de contra-
to. En esta conceptualización de la mujer como dependiente y necesi-
26 Pateman, Carole, El contrato sexual, Barcelona: Antrophos, 1994, pág. 
165. 
27 Véase Código Civil del Distrito Federal y Territorio de la Baja Califor-
nia, México, 1870, y Código Civil del Distrito Federal y Territorio de la 
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tada de protección está implícita una visión de lo que es el deber ser 
femenino, en donde las mujeres quedan definidas como débiles, como 
dependientes. 
Esta forma de conceptualizar a la mujer en cuanto sujeto de dere-
cho resulta relevante para el proceso de construcción de género, pues-
to que es de acuerdo a esta conceptualización que se resuelven los 
conflictos intramatrimoniales en los cuales se aplica la ley. La mujer, 
por serlo, no tiene capacidad para contratar por sí misma, sino que 
queda supeditada a la tutela del marido. En esta construcción de las 
diferencias genéricas, es importante resaltar que aun un instrumento 
tan importante para la conformación del estado nacional como es la 
ley, obedece a una diferencia de género que construye la desigualdad. 
De allí la importancia del estudio de la legislación en los procesos 
de construcción de género en el siglo XIX mexicano. La diferencia-
ción entre los derechos femeninos y masculinos en la sociedad conyu-
gal supone una diferencia en la conceptualización de la mujer, y sobre 
todo la diferencia en el reconocimiento de sus derechos ciudadanos. 
La mujer resulta lo otro del ciudadano, lo no humano, el opuesto ge-
nérico del hombre, y sus derechos quedan especificados precisamente 
para construir y enfatizar esa diferencia. 
También en lo que se refiere a los derechos de las mujeres sobre el 
control de la propiedad matrimonial después de la muerte del marido, 
el Código Civil de 1870 introdujo cambios importantes al establecer 
que, en el caso de que el marido no hubiese dejado instrucciones so-
bre la propiedad conyugal y sobre la patria potestad, serían las espo-
sas, en su carácter de madres, las encargadas de vigilar el cumplimien-
to de la voluntad paterna en lo que se refiere a los derechos de los 
hijos (patria potestad) y las guardianas de sus propiedades en caso de 
que éstos fuesen menores de edad. Ese mismo derecho se les recono-
ció a las abuelas maternas y a las madres solteras o separadas. Sin 
embargo, las mujeres podían perder fácilmente estos derechos en el 
caso de que viviesen escandalosamente o se volviesen a casar.28 
En el caso de que el esposo hubiese designado a la esposa como 
guardiana de sus hijos después de su muerte, sobre el poder de la viu-
da pesaba el del consejero varón designado por el marido. El Código 
justificaba la necesidad de este "consejero" en base a la necesidad de 
que fuese una figura masculina la que ayudase a "la pobre viuda inde-
fensa". Se trata pues, de un típico argumento patriarcalista que supone 
28 Código Civil del Distrito Federal y Territorio de Baja California. Libro 
1., México, 1879. 
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la debilidad de la mujer, en base a la cual se la considera como de-
pendiente y necesitada de la protección masculina. En base al ideal de 
la femineidad, la mujer ve, una vez más, disminuidos sus derechos. Es 
la representación que de ella se hace ante la ley lo que justifica la ca-
rencia o disminución de sus derechos. A pesar de que, por otra parte, 
sus atribuciones como madre se idealizan y se especifican cuidadosa-
mente,29 según la ley, por encima de los derechos específicos de la 
madre se establecen y prevalecen los derechos del varón designado 
por el marido, el cual, las más de las veces, no era siquiera miembro 
de la familia. 
La diferencia de poder femenino y masculino al interior de la fami-
lia queda así claramente delimitada y adquiere un peso diferente para 
unos que para otras. En el Código de 1870, la mujer queda una vez 
más subordinada al varón, y las diferencias se representan y a la vez 
se construyen en la legislación. Por lo que se refiere al Código de 
1884, las limitaciones a la mujer se refuerzan con restricciones sobre 
su capacidad para contratar y para tomar decisiones respecto a su pro-
piedad. 
Sin embargo, el aspecto en el que la diferencia entre varones y mu-
jeres más se acentúa es el que se refiere a los derechos ciudadanos. En 
la definición misma, éstos quedan establecidos en base a un ordena-
miento patriarcal: "son mexicanos todos los nacidos de padres mexi-
canos", es decir que la ciudadanía, que supone el matrimonio legítimo 
de los padres del individuo, se transmite por la vía masculina, por la 
vía paterna. Hay un reconocimiento de la figura paterna, no materna, a 
pesar de que, como sabemos, la madre siempre es cierta. 
Podría argumentarse que, de acuerdo con el espíritu de las leyes 
reformistas de 1856, en la figura "padres mexicanos" no está especifi-
cada la diferencia entre hombres y mujeres. En cambio en el Código 
Civil del Imperio de Maximiliano, promulgado en 1866, esta duda 
queda aclarada cuando se establecen de manera específica las puntua-
lizaciones sobre la mujer en lo que se refiere a sus derechos familia-
res.30 En este Código, el matrimonio queda definido como 
29 Ramos Escandón, "The Social Construction ofWife and Mother .. . ". 30 Morineau, Marta, "Situación jurídica de la mujer en el siglo XIX mexica-
no", en: Condición jurídica de la mujer en México, México: UNAM, Fa-
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"una sociedad legítima de un solo hombre y de una sola mujer que se 
unen con vínculo indisoluble para perpetuar su especie y ayudarse a 
llevar el peso de la vida. "31 
Es decir que, la base de la sociedad conyugal es la procreación y la 
ayuda mutua. Sin embargo, en las epecificaciones sobre el funciona-
miento de la sociedad conyugal y los derechos y obligaciones de cada 
uno de sus miembros, las diferencias entre los derechos femeninos y 
los masculinos resultan clarísimas, pues se establece específicamente 
que 
"la mujer está sujeta y obligada a obedecer al marido así en lo domés-
tico como en la educación de los hijos y en la administración de los 
bienes. "32 
De esta manera, la mujer queda sujeta a la tutela del marido con la 
obligación de que debe seguirlo a donde él decida establecer el lugar 
de su residencia. La mujer no tenía tampoco ninguna autoridad sobre 
el enajenamiento de sus propios bienes. En cambio, en caso de que la 
mujer tuviera bienes, tenía también la obligación de mantener a su 
marido si éste no los tuviese. Así pues, el artículo 132 establece que si 
la mujer tiene bienes propios y el marido no y está impedido de traba-
jar, la mujer debe dar alimentos al marido, aun cuando éste no admi-
nistre los bienes del matrimonio.33 
Sin embargo, el renglón en el que las diferencias en la conceptua-
lización entre hombres y mujeres es más desigual es en lo que se re-
fiere al adulterio y a las causas de divorcio, puesto que el adulterio 
femenino es siempre causa de divorcio, en tanto que el adulterio mas-
culino ocasiona divorcio sólo en contados casos. El razonamiento pa-
ra justificar esta diferencia está en que, el adulterio femenino conlleva 
la posibilidad de un hijo adulterino, lo cual no sucede en el caso de 
los varones. Según los redactores del Código, el adulterio de la mujer 
"introduce sangre extraña en la familia". Así, la capacidad reproduc-
tora de la mujer resulta, a la vez, el espacio de su cautiverio en la me-
dida en que se introduce un elemento de disparidad entre la mujer y su 
marido precisamente en virtud de la necesidad de regular, controlar y 
garantizar la legitimidad de los hijos. 
La contradicción es evidente. En la sociedad conyugal, establecida, 
en principio, para la legitimación de la reproducción, los derechos 
31 Art. 132, Código Civil del Imperio Mexicano, México: Imprenta de An-
drade y Escalante, 1866, pág. 20. 
32 Art. 133, Código Civil del Imperio Mexicano ... , pág. 20. 
33 Art. 132, Código Civil del Imperio Mexicano ... , pág. 20. 
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femeninos y masculinos son dispares, pero la fuente de esa disparidad 
en el caso de la mujer es justamente su capacidad reproductora, capa-
cidad que, en principio, el matrimonio debe salvaguardar. Así, a la 
mujer se la controla y se le disminuyen sus derechos en la sociedad 
conyugal, atribuyendo una culpabilidad mayor al adulterio femenino 
que al masculino, precisamente porque es ella la que tiene la capaci-
dad reproductiva. 
Por otra parte, la diferencia en los derechos masculinos y femeni-
nos se profundiza también en lo que se refiere a la aplicación de los 
derechos de la patria potestad. En caso de ausencia del padre, los · 
abuelos privan sobre la mujer en los derechos de ésta sobre sus pro-
pios hijos. También en lo que se refiere a los derechos testamentales, 
son los varones quienes tienen el control sobre los actos de la mujer 
con respecto de sus hijos, ya que, al tener la capacidad de nombrar un 
tutor para sus hijos en caso de su fallecimiento, el marido puede llevar 
a cabo una vigilancia de los actos de la mujer aun después de muerto. 
Las mujeres tampoco podían ser tutoras. Por otra parte, las viudas que 
dieran a luz un hijo ilegítimo perdían automáticamente sus derechos 
sobre los hijos legítimos que ya tuviesen. 
Si bien es cierto que esta reestructuración se llevó a cabo sobre to-
do a partir de la creación de la ley del matrimonio civil como una 
atribución del Estado y no de la Iglesia en 1856, los cambios más cen-
trales de la legislación familiar con respecto a la mujer tuvieron, sin 
embargo, efectos importantes en cuanto a cómo se representó a la mu-
jer y a cómo se llevó a cabo la construcción de la nación en el México 
de fin del siglo pasado. Si la ley es la norma, el parámetro ideológico 
a partir del cual se trata de ordenar y aprender la realidad, su análisis 
desde una perspectiva de la relación entre los géneros cobra significa-
ción, puesto que en la forma en que es conceptualizada la mujer está 
implícita una forma de representación, una proyección de un universo 
simbólico, en el cual la mujer queda representada como inferior. Se 
ordenan las relaciones sociales entre los sexos como relaciones des-
iguales de poder, asignando el lugar subordinado a la mujer. En esta 
perspectiva puede decirse que la legislación es, sin lugar a dudas, un 
elemento central en la construcción de la diferencia entre los géneros 
y también en la construcción de la nación, en la medida en que tanto 
la diferencia genérica como la diferencia nacional se instituyen en la 
ley. 
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